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			RESUMEn

			Existen múltiples voces entre determinados académicos y especialistas en la materia sobre la necesidad de gravar la robótica. Este artículo desgrana y contra–argumenta algunos de los puntos esgrimidos por estos especialistas en defensa de los gravámenes a la robótica. Después de situar el contexto en un momento histórico, este trabajo expone las dificultades jurídicas, económicas, sociales y técnicas, con las cuales se encontraría una legislación focalizada en este objeto. Finalmente, se concluye que lo que realmente es necesario, y a favor de esto existe un gran consenso, es actualizar los esquemas tributarios al nuevo paradigma técnico–económico de la economía del conocimiento, basado, principalmente, en activos intangibles de gran valor.
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			ABSTRACT

			There is a clamor amongst certain academics and specialists in the field about the need to tax robotics. This article describes and counteracts some of the points made by these specialists in defense of taxes to robotics. After placing the context in a historical moment, this work exposes the legal, economic, social and technical difficulties, with which legislation focused on this object would be found. Finally, it is concluded that what is really necessary, and in favor of this there is a great consensus, is to update the tax schemes to the new technical–economic paradigm of the knowledge economy, based, mainly, on highly–valued intangible assets.
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			1.	INTRODUCCIÓN

			Recientemente múltiples voces doctrinales han planteado la necesidad imperiosa de gravar la robótica (Sánchez–Archidona Hidalgo, 2019; Fernández Amor, 2018; Grau Ruiz, 2017; Oberson, 2017). Sin embargo, aunque existe consenso generalizado en que los actuales sistemas tributarios no están adaptados a la nueva economía, es decir, la economía del conocimiento (1) (Borrego Zabala, 2014; Colin, 2013; Comisión Europea, 2017; Marini, 2012; OCDE, 2015; Rosembuj, 2015; Álamo Cerrillo & Lagos Rodríguez, 2015), no existe consenso en cómo deben ser estos nuevos esquemas tributarios (Belda, 2019b; Menéndez Moreno, 2019) y, ni mucho menos, en si la robótica debe ser gravada o no (Ericksen, 2019).

			En el presente artículo tratamos de desgranar y refutar diversos argumentos que se han volcado en favor de la imposición a la robótica. Algunos de éstos, incluso, como veremos, fruto de malas concepciones de nuestro actual ordenamiento jurídico.

			En este estudio se analiza el problema desde un punto de vista de las ciencias de la información, a la vez que se usa la metodología jurídica para confrontar los argumentos a favor y en contra. Para facilitar el seguimiento del debate académico, se ha usado el artículo de Sánchez–Archidona Hidalgo, 2019, como guía para la contra–argumentación, por ser éste uno de los artículos más recientes sobre el tema en nuestra literatura y abordar la cuestión desde múltiples puntos de vista. Sin embargo, antes de iniciar esta contra argumentación se ofrece una contextualización histórica de cómo el progreso tecnológico ha beneficiado, por norma general, al devenir de la Humanidad.

			2.	CONTEXTO HISTÓRICO, SOCIAL Y TECNOLÓGICO

			Desde el inicio de la Revolución Industrial, en la segunda mitad del siglo XVIII, la Humanidad ha experimentado un progreso tecnológico y social exponencial, sin parangón en la Historia. Sin embargo, los temores sobre la mecanización y la automatización del trabajo no han cesado desde entonces. En los inicios de la Revolución Industrial, el movimiento que más efusivamente expresó dicho temor fue el luddismo. Ned Ludd fue un ciudadano británico que supuestamente rompió unos telares en 1779. Por estas supuestas acciones, Ludd fue elevado a símbolo por parte de los ludditas en su lucha contra el progreso técnico. Los ludditas, por tanto, eran los miembros de un movimiento que se dedicaba a realizar actos de sabotaje, rompiendo máquinas y fábricas industrializadas en favor de unos supuestos derechos del trabajador.

			En España las manifestaciones ludditas más significativas y tempranas fueron los Sucesos de Alcoi de 1821. Durante dichos sucesos asaltaron Alcoi más de un millar de campesinos que hasta el momento cardaban e hilaban la lana en sus domicilios de las poblaciones vecinas. En el asalto no sólo se generaron graves disturbios, sino que se destruyeron 17 máquinas que automatizaban el trabajo que antes se realizaba artesanalmente en los domicilios particulares. De hecho, el alzamiento alcanzó tal cariz bélico que tuvieron que intervenir dos regimientos militares procedentes de Xàtiva y Alicante para sofocar la protesta. A lo largo del siglo XIX en Alcoi, al igual que pasó en otras poblaciones preindustriales españolas, como Cartagena, Bailén o Béjar, fueron reproduciéndose los alzamientos y disturbios de carácter ludditas, como la también sucedida revolución anarcosindicalista conocida como del petrolio, en Alcoi en 1873, o la Rebelión Cantonal encabezada en Cartagena en 1873.

			Estos hechos no dejan de ser algunos ejemplos históricos locales que constatan la preocupación natural y recurrente de nuestra sociedad por la progresiva eliminación de puestos de trabajo por culpa de la automatización y mecanización industrial –lo que hoy en día sería equivalente a la robotización y a lo que nos referiremos en las siguientes líneas–. Sin embargo, a pesar de haberse demostrado una y otra vez que el progreso técnico, por norma general, redunda en beneficio social (Schumpeter, 1947), ciertos sectores sociales, no minoritarios, continúan teniendo ésta como una de las máximas preocupaciones. Por ejemplo, en la encuesta del CIS de octubre del 2019 se refleja que los problemas relacionados con la calidad del empleo son una de las principales preocupaciones de los españoles, en un 11,1% de los casos, siendo el tema que nos ocupa, sin duda, una de las componentes principales de la citada preocupación. Otra muestra reciente de lo argumentado es el punto 1.3 del Acuerdo de Gobierno PSOE–Unidas Podemos en el que se pacta elaborar un nuevo Estatuto de los Trabajadores que compagine la protección de los trabajadores y trabajadoras frente a los desafíos sociales, tecnológicos y ecológicos del siglo XXI.

			De hecho, la presunta eliminación de puestos de trabajo no se achaca únicamente a la robótica, sino, en general, a muchos de los avances tecnológicos recientes, como la hiperconectividad de los individuos, el 5G, la inteligencia artificial, la sensórica, el block–chain, los análisis de bigdata o la computación cuántica, aunque más adelante se verá que todas estas innovaciones se realimentan entre ellas. No en vano, de forma recurrente, en los últimos años, diferentes órganos legislativos de los países miembros de la OCDE están planteando nuevos impuestos a la economía del conocimiento, como el impuesto a la publicidad digital que el ejecutivo francés frenó después de ser aprobada por los órganos legislativos franceses o la Directiva europea 2018/0073 cuya transposición a los ordenamientos jurídicos nacionales está siendo retardada sine die por parte de los países miembros, bien por las tensiones geopolíticas que ello supone, bien por las feroces críticas que ha levantado (Belda, 2019b).

			En cualquier caso, siguiendo en la línea argumental, la robótica es una de las materias que determinados sectores –incluso académicos– han pedido, en primer lugar, frenar su avance y con ello la presunta pérdida de puestos de trabajo y, en segundo lugar, donde se focaliza para buscar nuevas fuentes de financiación para el sostenimiento del Estado del Bienestar. Por ejemplo, Sánchez–Archidona Hidalgo comenta en su artículo: «…, se podría afirmar sin ambages que el estado actual de la cuestión que engloba al Derecho tributario y a la robótica se limita a la posibilidad de implementar un impuesto a los robots como gravamen compensatorio para las (presumibles) pérdidas de puestos de trabajo ocasionados por la incorporación de la robótica a los procesos productivos,…».

			A pesar de ello, haría falta establecer una definición formal del término robot, dado que existe disparidad y divergencia de definiciones. Entre las definiciones podemos encontrar desde la más extendida en el imaginario popular, y alimentada por las películas de ciencia ficción, es decir, el robot humanoide; hasta la definición del tipo de robot más extendido en la actualidad: el robot software, el cual inunda nuestros dispositivos móviles de forma insospechada para la mayoría de los usuarios. Tampoco podemos dejar de lado la definición de robot que daría un ingeniero industrial acostumbrado a la robotización de líneas de montaje. En su publicación Sánchez–Archidona Hidalgo resalta la definición de la International Federation of Robotics, que califica un robot industrial como «…un manipulador multiusos, reprogramable y controlado automáticamente, programable en tres o más ejes, que pueden estar fijos o móviles para uso en aplicaciones de automatización industrial».

			Esta definición, aunque pueda provenir de una asociación internacional de reconocido prestigio, no está exenta de problemas. De hecho, por ejemplo, un telar del tipo Jacquard, inventado por Joseph Marie Jacquard en 1801 encaja perfectamente en esta definición, en tanto y en cuanto es una máquina capaz de manipular múltiples tipos de materiales –seda, algodón, poliésteres, etc.– para fabricar de forma automática e industrializada diferentes tipos de tejidos –brocado, brocatel, damasco, lampás, piqué, loneta, etc.– y es reprogramable y controlado automáticamente en tres ejes móviles: la urdimbre, la trama y el dibujo (2). Sin embargo, la definición proporcionada por la International Federation of Robotics no recoge el tipo de robot más extendido y con mayor difusión en la actualidad: los robots software que cualquier ciudadano lleva programados en su bolsillo a través de multitud de aplicaciones móviles. Aunque este nuevo tipo de robots no conllevan una presencia física ni están orientados principalmente a la fabricación industrial, en la economía del conocimiento son uno de los sistemas automatizados que mayor valor económico añaden a empresas y corporaciones. Por tanto, si analizamos los robots software desde un punto de vista del luddita, son éstos los que mayores puestos de trabajo eliminan: aplicaciones bancarias, sistemas de comunicación, plataformas colaborativas, servicios inmobiliarios, organización de transporte de personas y mercancías, etc.

			El auge de los robots software en los últimos años ha venido soportado por tres innovaciones disruptivas. Estas tres innovaciones son, a saber: i) la hiperconectividad, ii) la supercomputación, y iii) la sensórica. Por una parte, la hiperconectividad está explicada por un conjunto de tecnologías que ha ido facilitando y abaratando progresivamente la conexión de todo tipo de dispositivos –móviles o no– a internet. Además, en los próximos meses a estas tecnologías se les unirá el 5G, lo cual implica un importante salto cualitativo y cuantitativo. De hecho, en la década de los ochenta cuando las redes de ordenadores, es decir, un primitivo internet, empezó a popularizarse, sólo las principales universidades y elementos de gran relevancia estratégico–militar estaban conectados. Poco a poco la conexión a internet se fue incrementando y democratizando, hasta el punto actual que elementos tan “simples” como un reloj de pulsera o una lavadora pueden estar conectados a internet. Además, con la adopción de nuevos estándares en las telecomunicaciones, como el 5G, ya se está experimentando en la conexión masiva a las redes de elementos mucho más simples como bancos y farolas de las ciudades –smart cities– o todo tipo de objetos domésticos –internet of things–. Esta hiperconectividad es la que, en parte, facilita la movilidad y, por tanto, propagación de los robots software.

			Por otra parte, tenemos la supercomputación. En este sentido, para ilustrar el concepto, conviene apuntar que cualquier teléfono móvil de gama media que llevamos en nuestro bolsillo es varios órdenes de magnitud más potente que el supercomputador que llevó al Hombre a la Luna en el año 1969, que además pesaba más de 30 kilogramos y sólo tenía una ridícula memoria –para los estándares contemporáneos, claro está– de 80 kilobytes, mientras que los teléfonos móviles de gama media actuales pueden tener más de medio millón más de veces de memoria, y apenas pesan algunos gramos. Por tanto, este segundo factor, el del avance y democratización de la supercomputación es otro de los factores claves para el avance de los conocidos como robots software.

			Finalmente, cabe enumerar la evolución de la tecnología sensórica. Se dice que el Homo sapiens sapiens, a diferencia de otros animales, tiene nueve sentidos, a saber, los cinco clásicos que se enseñan en los libros de primaria: gusto, vista, tacto, oído y olfato; más el sentido de la orientación, el de temperatura, el de dolor y el kinestésico, es decir, el saber dónde empieza y donde acaba, en términos físicos, mi yo (3). Sin embargo, y volviendo al mundo de los dispositivos móviles, un teléfono móvil de gama media puede implementar perfectamente, entre 20 y 30 sensores diferentes: micrófonos –que sería lo más parecido a nuestro sentido del oído–, cámaras –que sería lo más similar a nuestro sentido de la vista–, pantallas táctiles –que sería, digamos, lo equivalente a nuestro tacto–, giroscopios –cuya correspondencia sería con nuestro sentido del equilibrio–, magnetómetros y GPS –que sería el equivalente al sentido que algunas aves migratorias implementan para poder desplazarse a distancias de miles de kilómetros–, antenas de microondas para la navegación por internet y las conexiones de voz, acelerómetros, sensores de presencia, sensores de iluminación, lector de huella dactilar, sensor de temperatura, interno y externo, y un largo etcétera. Este gran avance de la sensórica eclosionado en las últimas dos décadas, ha permitido que los robots software tengan múltiples y variadas fuentes de entrada que proporcionan de forma continua datos sobre nuestras costumbres y patrones de comportamiento.

			Por tanto, vemos que el flujo ininterrumpido de datos provenientes de los sensores son procesados con una gran potencia de cálculo y agregados de forma masiva con patrones de otros usuarios gracias a la hiperconectividad. Esto dota de una fuente de información (4) sin parangón a estos robots, pudiendo, así, proporcionar todo tipo de servicios digitales (5). La atención, en consecuencia, se debería focalizar en este tipo de robots y no en los robots industriales, que no dejan de ser el avance de la tecnología mecánica aplicada a los tiempos modernos, o, mucho menos, en los robots humanoides que nos ha mostrado la ciencia ficción. Algunas profesiones humanas que los robots software ya han dejado obsoletas van desde el profesional de la detección de fraude bancario hasta los agentes de viajes, pasando por otros como el “vendedor” de productos o servicios, o los dinamizadores culturales.

			3.	TRATAMIENTO JURÍDICO FISCAL DE LA ROBÓTICA EN LA NORMATIVA VIGENTE

			Tal y como ya se apunta en la introducción, existe un gran consenso académico y doctrinal en que los actuales sistemas fiscales y tributarios no están bien adaptados a la economía del conocimiento. Sin embargo, de aquí no se puede deducir, en ningún caso que los incentivos fiscales a la I+D+i desplegados en un gran número de jurisdicciones europeas (Belda, 2016; López Espadafor, 2011; Calvo Vérgez, 2014), favorezcan de forma específica la robotización de la economía, tal y como han apuntado algunos autores (Sánchez–Archidona Hidalgo, 2019). De hecho, los incentivos fiscales a la I+D+i, regulados en el art. 35 de la Ley del Impuesto de Sociedades (LIS) (6), son muy claros y específicos en cuanto a los elementos incentivados. Además, como no puede ser de otra manera, las autoridades competentes son muy estrictas en la vigilancia de que sólo los conceptos incentivados puedan ser beneficiarios del régimen preferencial regulado en este artículo.

			Si analizamos el literal de la Ley podemos leer que lo que se incentiva es, por una parte la I+D y por otra la innovación tecnológica. Por I+D se considera «la indagación original planificada que persiga descubrir nuevos conocimientos y una superior comprensión en el ámbito científico y tecnológico, y desarrollo a la aplicación de los resultados de la investigación o de cualquier otro tipo de conocimiento científico para la fabricación de nuevos materiales o productos o para el diseño de nuevos procesos o sistemas de producción, así como para la mejora tecnológica sustancial de materiales, productos, procesos o sistemas preexistentes». Por tanto, ya se puede observar que la robotización de una planta industrial quedaría completamente fuera del ámbito objetivo de aplicación, dado que en ningún caso se incentiva la automatización industrial, sino el avance científico y tecnológico en la labor de descubrir nuevos conocimientos; y bajo ningún concepto se puede asimilar la robotización de una planta de fabricación al avance científico y tecnológico, entendido este último, como el desarrollo original de nuevas tecnologías.

			Si ahora focalizamos el análisis en robots software, vemos que la ley continúa diciendo que «[T]ambién se considerará actividad de investigación y desarrollo la creación, combinación y configuración de software avanzado, mediante nuevos teoremas y algoritmos o sistemas operativos, lenguajes, interfaces y aplicaciones destinados a la elaboración de productos, procesos o servicios nuevos o mejorados sustancialmente».

			Por tanto, en esta segunda definición queda, de nuevo, fuera del ámbito objetivo, el desarrollo de robots software, dado que no están programados mediante nuevos teoremas ni algoritmos, ni sistemas operativos, lenguajes o interfaces. De hecho, las tecnologías actuales usadas para la programación de robots software son herramientas informáticas estándares y comunes, usadas en muchos otros ámbitos de la ingeniería informática. En definitiva, sensu contrario, la robotización, ya sea mecánica o software, no queda en ningún caso incluida dentro del ámbito de aplicación subjetiva del citado régimen preferencial desplegado en nuestro Impuesto sobre Sociedades (IS) en la vertiente de I+D.

			Si ahora analizamos el régimen preferencial en la variante de innovación tecnológica llegamos a la misma conclusión, dado que el literal de la Ley específica que «[S]e considerará innovación tecnológica la actividad cuyo resultado sea un avance tecnológico en la obtención de nuevos productos o procesos de producción o mejoras sustanciales de los ya existentes. Se considerarán nuevos aquellos productos o procesos cuyas características o aplicaciones, desde el punto de vista tecnológico, difieran sustancialmente de las existentes con anterioridad». Por tanto, difícilmente será aceptado por una entidad certificadora un proceso de robotización como innovación tecnológica para la posterior sujeción al citado régimen preferencial, ya que lo que se pretende incentivar en este régimen preferencial es siempre el avance técnico del estado del arte y nunca el estado tecnológico particular del sujeto pasivo. Extrapolando a otro ejemplo, si una empresa que hasta un momento determinado no tiene página web y a partir de un punto decide invertir en la elaboración de un portal web, aunque el estado tecnológico de aquel sujeto pasivo haya progresado, bajo ningún concepto esta inversión puede quedar sujeta al régimen preferencial de innovación tecnológica, dado que el sujeto no ha hecho nada para avanzar en el estado del arte de las tecnologías web, sino que ha invertido únicamente en su propio progreso tecnológico.

			Así lo refleja, por ejemplo, la consulta vinculante 0137–01 a la D.G.T. de 29 de enero del 2001, donde ante la consulta de si la construcción de una página web puede verse beneficiada del citado régimen preferencial, la D.G.T. contesta: «…, el apartado 4 del artículo 33 de la LIS no considera como actividades de investigación y desarrollo ni de innovación tecnológica aquellas que no impliquen una novedad científica o tecnológica significativa. En el caso planteado, en la elaboración de nuevos sitios web temáticos para su divulgación en la red internet no se precia el requisito sustantivo de novedad significativa desde el punto de vista científico o técnico, por cuanto que la actividad desarrollada representa la elaboración de un texto para su edición posterior en internet a través de aplicaciones informáticas y, por tanto, los gastos de elaboración de tales sitios web no constituyen actividades de innovación tecnológica a efectos de la deducción establecida en el artículo 33 de la LIS».

			Volviendo al tema de la robótica, en la consulta vinculante V0030–01 de 21 de mayo del 2001, otro contribuyente comenta que «ha incorporado una nueva tecnología que permitirá incrementar su producción y, por tanto, su rentabilidad. Para ello se ha instalado un robot que permitirá que el centro de mecanizado continúe produciendo las 24 horas del día, así como una máquina de electro–erosión y otro robot que complemente la máquina anterior que la permitirá que produzca de forma ininterrumpida durante las 24 horas del día». En su consulta, el contribuyente pregunta si esta inversión puede quedar sujeta al régimen preferencial comentado y, de la misma manera que en la consulta anterior, la D.G.T. responde: «no tienen la consideración de actividades de investigación científica e innovación tecnológica las inversiones realizadas en elementos del inmovilizado de la empresa que correspondan a elementos que formen parte de su proceso de producción aun cuando dichos elementos supongan una mejora tecnológica del mismo, circunstancia que concurre en el caso planteado». Además, la D.G.T. insiste en la misma respuesta en que «[E]l apartado 4 del mismo artículo [art. 33 de la LIS] determina que no se considerarán actividades de investigación y desarrollo ni de innovación tecnológica, entre otras, la incorporación o modificación de instalaciones, máquinas, equipos y sistemas de producción».

			También en la consulta vinculante V2647–11 de 7 de noviembre de 2011, la entidad consultante manifiesta que ha adquirido recientemente un robot para la optimización de la gestión logística de una farmacia que, además de realizar la gestión automática del almacén, realiza actividades de dispensación de medicamentos. En la misma línea, la D.G.T. responde que no procede la sujeción al régimen preferencial dado «que el supuesto planteado, no tiene lugar un avance tecnológico en la obtención de nuevos productos o procesos de producción, o de mejoras sustanciales, tecnológicamente significativas, de productos o procesos de producción ya existentes. Lo que lleva a cabo la consultante es la adquisición y posterior integración de un robot en su actividad de farmacia para realizar la gestión automática del almacén y la realización de actividades de dispensación de medicamentos, lo que no se considera como innovación tecnológica a efectos el artículo 35 del TRLIS».

			Por todo ello, sorprenden las conclusiones a las que han llegado algunos autores académicos en relación con este punto. Por ejemplo, citando textualmente a Fernández Amor (Fernández Amor, 2018): «… el vigente Impuesto sobre Sociedades español puede ser un factor a tener en cuenta en la opción de un hipotético empresario de incorporar robots o personas a su actividad económica: puede encontrar ventajoso fiscalmente la sustitución del segundo por el primero…». En nuestra opinión, no existe ninguna base legal para tal afirmación, dado que la Ley nunca ha sido pensada ni diseñada para incentivar el desarrollo tecnológico, sino más bien, el descubrimiento de nuevos conocimientos básicos y fundamentales. Y así queda reflejado en el literal (7).

			Eso sí, puede pasar que una empresa desarrolle a nivel de ingeniería un nuevo sistema robotizado, único y novedoso, y que este sistema sí que pueda acogerse al régimen preferencial. Así se recoge, por ejemplo, en la consulta vinculante V0388–05 del 10 de marzo de 2005, en el que la D.G.T. reconoce que en este caso la inversión realizada sí que podría acogerse al régimen preferencial si se cumple con el resto de criterios e indica que «los sujetos pasivos podrán aportar informe motivado emitido por el Ministerio de Ciencia y Tecnología, o por un organismo adscrito a éste, relativo al cumplimiento de los requisitos científicos y tecnológicos exigidos en el párrafo a) del apartado 1 de este artículo para calificar las actividades del sujeto pasivo como investigación y desarrollo, o en el párrafo a) de su apartado 2, para calificarlas como innovación tecnológica, teniendo en cuenta en ambos casos lo establecido en el apartado 3, así como a la identificación de los gastos e inversiones que puedan ser imputados a dichas actividades. Dicho informe tendrá carácter vinculante para la Administración tributaria».

			Por tanto, vemos que bajo ningún concepto puede beneficiarse de este régimen preferencial la mera robotización de una línea industrial –o cualquier otro negocio– aunque, sin embargo, si una empresa está investigando o desarrollando un sistema novedoso robotizado, sí que podría llegar a beneficiarse del régimen. Lamentablemente, no es común encontrar empresas en la economía de nuestro país que avancen en el segundo tipo de proyectos y de aquí la idoneidad de incentivar fiscalmente este tipo de actividades económicas, es decir, las actividades de investigación y desarrollo en novedosos sistemas de robotización.

			Caso aparte es lo que ha sucedido recientemente en otras jurisdicciones lejanas, como es el caso de Corea del Sur. En dicha jurisdicción, existía un considerable incentivo fiscal para la robotización industrial. De hecho, según apuntan múltiples fuentes (IBA Global Employment Institute, 2017), fruto de este incentivo, en la actualidad, Corea del Sur es el país del mundo más robotizado, con 437 robots por cada 10.000 ciudadanos (datos del 2017), siendo, a la vez, uno de los países de la OCDE con menor desempleo. Sin embargo, de manera reciente el gobierno coreano ha eliminado este incentivo, considerando así que la comunidad industrial de dicho país ya no necesita más incentivos fiscales para fomentar una mayor ratio de robotización de su industria pesada. A pesar de esta sucesión de hechos, la prensa internacional recogió la noticia como que Corea del Sur estaba empezando a gravar a los robots (8). Por desgracia, un tipo de confusión habitual entre los medios generalistas y que, de forma aún más sorprendente, algunos autores académicos han amplificado en sus publicaciones. En realidad, y, en nuestra opinión, en ningún caso se puede afirmar que se esté empezando a gravar tal u otra actividad económica si se repliega un régimen preferencial que antes la favorecía. Semánticamente, pues, no son dos conceptos sinónimos. El segundo y tercer país en índices de robotización son Japón y Alemania, con 323 y 282 robots por cada 10.000 habitantes. Sin lugar a duda, dos países con un alto nivel de vida y bajos índices de desempleo y, por tanto, vemos que la alta robotización de su industria no ha impactado negativamente en el desempleo.

			Al margen de los incentivos directamente relacionados con la robótica o a las actividades de I+D+i que hemos tratado, también merece consideración el hecho de poder amortizar las inversiones en tecnología robótica, tanto si nos referimos a robots del tipo industrial como a robots software. Por tanto, dichas inversiones tendrán un impacto en las cuentas de pérdidas y ganancias de las empresas, similar al impacto que tendrían las nóminas de los empleados presumiblemente reemplazados. Sin embargo, según estipula el capítulo XI de la Ley del Impuesto sobre Sociedades –arts. 101 a 105– existe un importante incentivo para las entidades de reducida dimensión en este sentido.

			El incentivo es una gran libertad de amortización –art. 102– o amortización acelerada –art. 103– que para nada sería comparable al impacto sobre las cuentas de los puestos de trabajo presumiblemente eliminados. Sin embargo, conviene profundizar el literal de la ley para analizar el impacto de estos beneficios fiscales en el caso de la robótica. En primer lugar, cabe destacar que el incentivo sólo es para empresas –o entidades, tal y como especifica la ley–, de reducida dimensión, es decir, que el importe neto de la cifra de negocios habida en el período impositivo inmediato anterior sea inferior a 10 millones de euros y nunca esta entidad tenga la consideración de entidad patrimonial. Por supuesto, como suele ser habitual, en caso de que la entidad forme grupo con otras sociedades, el importe neto de la cifra de negocios se referirá al conjunto de entidades pertenecientes a dicho grupo. Por tanto, esto ya restringe del beneficio fiscal a todas aquellas grandes empresas que pudieran ejercer grandes inversiones en la robotización de sus plantas industriales –automoción, textil, manufactura avanzada, etc.–. En conclusión, a efectos prácticos, esto sólo es un incentivo para pequeñas empresas de base tecnológica, las coloquialmente llamadas start–ups.

			En segundo lugar, la ley exige que para la aplicación del beneficio fiscal se mantenga el empleo. En concreto el literal dicta: «Los elementos nuevos del inmovilizado material […] podrán ser amortizados libremente siempre que, durante los 24 meses siguientes a la fecha del inicio del período impositivo en que los bienes adquiridos entren en funcionamiento, la plantilla media total de la empresa se incremente respecto de la plantilla media de los 12 meses anteriores, y dicho incremento se mantenga durante un período adicional de otros 24 meses» y «Para el cálculo de la plantilla media total de la empresa y de su incremento se tomarán las personas empleadas, en los términos que disponga la legislación laboral, teniendo en cuenta la jornada contratada en relación a la jornada completa». Por ello vemos que el legislador ya ha previsto y se ha precavido sobre el posible conflicto entre la progresiva tecnificación de las sociedades y la posible eliminación de puestos de trabajo. De hecho, el literal especifica que la plantilla media total se debe incrementar y no sólo mantener, lo cual previene de una forma aún más estricta sobre la eliminación de puestos de trabajo.

			En definitiva, bajo ningún concepto se puede argumentar que las amortizaciones del inmovilizado material benefician a la robotización de la economía ya que, para las grandes y medianas empresas, desde el punto de vista contable no existiría diferencia entre el sueldo del empleado presumiblemente substituido y la cuota de la amortización anual del robot. Y las pequeñas empresas, sólo se pueden aprovechar del citado incentivo de libertad de amortización en caso de incrementar, de forma estricta, los empleos generados.

			Adicionalmente, procede añadir la reflexión de que, si la economía no se automatiza mediante, por ejemplo, procesos de robotización, se corre el riesgo de que las industrias se deslocalicen a jurisdicciones con mano de obra más barata en búsqueda de una agresiva reducción de costes de manufactura. Sin embargo, si el propio proceso de manufactura es menos dependiente de la mano de obra y sólo se basa en la amortización de maquinaria cuyo coste es independiente allá donde se implante, la deslocalización industrial pierde todo sentido y se podrá mantener en nuestras fronteras un nutrido tejido industrial, reservando los empleos para aquellas tareas de mayor valor añadido y procesos intelectuales avanzados. Eso sí, esto se tiene que ver acompañado de políticas públicas de formación en ámbitos digitales para reducir o, si cabe, eliminar, la brecha digital que podría darse entre diferentes segmentos poblacionales.

			4.	PROPUESTAS FISCALES PARA GRAVAR LA ROBÓTICA

			Sánchez–Archidona Hidalgo (Sánchez–Archidona Hidalgo, 2019) resume en su publicación las diferentes aproximaciones que se han discutido para gravar a la robótica. Principalmente podemos hablar de tres metodologías. La primera a través de un impuesto que pueda gravar i) la renta producida por un robot al propietario; la segunda ii) la mera propiedad del robot, de forma similar a cómo el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica o el Impuesto sobre los Bienes Inmuebles grava, respectivamente los coches o las casas, respectivamente; y la tercera iii) recurrir a la extrafiscalidad. De hecho, el IS ya grava la renta producida por un empresario en su libre ejercicio del derecho constitucional de libertad de empresa. Por tanto, existen dudas razonables sobre la constitucionalidad de un nuevo impuesto que gravase al propietario la renta producida por un robot, dado que se podría considerar la existencia de un doble gravamen sobre un mismo elemento –la renta– y esto puede presentar un grave problema constitucional (Belda, 2019a; Pauner, 2001). De hecho, en la jurisprudencia existen multitud de casos en donde se trata de instaurar un nuevo gravamen pero, ante la pertinente revisión del Tribunal Constitucional, se han tenido que retirar por violar el principio de la no doble imposición y, en consecuencia, desavenir el principio constitucional de no confiscatoriedad de los tributos (art. 31.1 de la Constitución Española).

			La segunda metodología expuesta por Sánchez–Archidona Hidalgo es mediante impuestos, como lo podría ser un tributo a la prestación de un determinado servicio público. Esta aproximación también puede presentar importantes problemas constitucionales por tres motivos. El primero, como en el caso anterior, la no doble imposición. El segundo motivo, como se puede apreciar en múltiples sentencias del Tribunal Constitucional, es que son inconstitucionales aquellos nuevos tributos o gravámenes que recaigan sobre rentas ficticias o inexistentes. De hecho, también existen en nuestra jurisprudencia múltiples casos de tributos que se han tenido que retirar por declararse inconstitucionales al estar tratando de gravar una renda ficticia o inexistente. Algunos ejemplos son el impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos que trata de gravar la inflación (9) u otro sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana que, no admitiendo prueba en contra, presupone un valor concreto de los terrenos transmitidos por el contribuyente (10). En el caso de la robótica, ante un tributo fijo sobre un robot podría considerarse que existe un gravamen sobre una renta ficticia o inexistente, ya que incluso aunque el robot no esté siendo utilizado y, por tanto, no está produciendo rentas, estaría sometido a tributación. Finalmente, el tercer motivo es una posible violación del principio de no confiscatoriedad, lo cual contravendría directamente la Constitución Española en su art. 31.1 que reza: «Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio». Según el diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, la acción de confiscar se define como una pena o sanción consistente en la apropiación por parte del Estado de la totalidad del patrimonio de un sujeto, lo cual enlaza con las palabras del Tribunal Supremo (11) que determinan que una imposición que demuestre el menoscabo de la fuente de riqueza demuestra el carácter confiscatorio de un impuesto. Por tanto, una imposición adicional sobre el correspondiente Impuesto sobre Sociedades podría afectar gravemente a las industrias en su capacidad de reinversión y, en consecuencia, se está menoscabando la fuente de riqueza y, de aquí, la posible inconstitucionalidad de la medida.

			Y, finalmente, la tercera metodología propuesta por Sánchez–Archidona Hidalgo es recurrir a la extrafiscalidad. El citado autor no aporta más detalles de cómo se articularía una propuesta extrafiscal, pero nos podemos imaginar que, por la aparición recurrente de artículos periodísticos en este sentido, el autor se debe referir a cotizaciones a la Seguridad Social (12).

			Otra aproximación, tal y como apuntan algunos autores (Oberson, 2017), puede ser dotar de personalidad jurídica propia a los robots, con el fin de desplegar una imposición directa sobre las rentas que como entidad jurídica puedan obtener. Sin embargo, esta vía no sólo se encontraría con innumerables obstáculos legales, sino que además se pueden elaborar innumerables maneras de elusión y evasión fiscal, incontrolables por las autoridades tributarias, tal y como se ha descrito que puede llegar a pasar sobre el proyectado Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales (Belda, 2019b), en particular en el caso de los robots software. La inmaterialidad de este tipo de entidades permite a las corporaciones manejarlos libremente a través de las fronteras, de tal manera que dichos robots pueden ir apareciendo y desapareciendo de los dispositivos móviles de los usuarios o, lo que sería aún más evidente, pueden desplegarse en una nube (13) difusa en el espacio y que en los dispositivos móviles de los usuarios solamente se ubiquen los elementos sensóricos que recogen los datos de interés. De tal manera que en los dispositivos ubicados en el territorio de aplicación del impuesto, aparte de los sensores, sólo exista un canal de comunicación entre el usuario y el robot, el cual queda deslocalizado en una jurisdicción indefinida.

			En opinión de este autor, el debate, por tanto, no debería centrarse tanto en si se grava a la robótica o no, sino dónde deben someterse a tributación las rentas producidas por los robots, dado que este nuevo paradigma técnico–económico ha puesto en clara obsolescencia las definiciones tradicionales de establecimiento permanente, puntos de conexión o nexo.

			Por tanto, cabe fijar la atención en el concepto de establecimiento permanente y su relación con el mundo digital. De hecho, los comentarios de la OCDE en su Modelo de Convenio para evitar la Doble Imposición (OCDE, 2017) tienen que establecer las bases doctrinales de este tema. Sin embargo, en los comentarios al 5º artículo del Modelo –el artículo que define el marco regulatorio de los establecimientos permanentes–, en la sección sobre comercio electrónico (párrafos del 122 al 131), no establece con la precisión necesaria la definición del establecimiento permanente en relación con el comercio electrónico internacional y, ni menos aún, en relación con la prestación de servicios digitales, ya sea a través de robots software u otra clase de mecanismos. Lo determinado en los citados comentarios es que sólo en determinadas circunstancias se podría determinar que hay un “lugar de negocios” y, por tanto, un establecimiento permanente, si hay un servidor físico instalado en el país donde se quiere hacer la imposición y éste está plenamente controlado y operado por el sujeto pasivo. Según la OCDE, la mera existencia, por tanto, de una página web, sin un servidor físico ubicado en ese país, no es elemento suficiente constitutivo para establecer la existencia de un establecimiento permanente. Es más, si sí hay un servidor físico instalado en el territorio, pero este servidor pertenece y es operado por un tercero no vinculado al sujeto pasivo, por ejemplo, un Internet Service Provider, tampoco esto puede ser considerado un establecimiento permanente. Ante esta indefinición, por tanto, varios países importadores de servicios tecnológicos (14) no han suscrito este criterio, según informa la propia OCDE. Ya que, con este criterio, los negocios digitales, realizados a través de sistemas que no están hospedados en servidores locales, no pueden ser gravados apropiadamente.

			En la robótica digital el tema se complica aún más que en el comercio virtual. En primer lugar, porque se está pasando de un escenario de comercio físico –aunque éste sea contratado virtualmente– a una prestación de servicios digitales que, incluso, los usuarios, en la mayoría de las veces, ni son conscientes de ellos ni de haberlos contratado. Por tanto, el beneficio de las empresas que explotan estos robots software se basa, principalmente, en el negocio del comercio de datos (Belda, 2019b). En segundo lugar, existe otra complicación debida a la alta flexibilidad que proporciona la tecnología para modular el balanceo de la inteligencia instalada en el propio robot versus la inteligencia instalada en un servidor remoto. Puede darse la situación que en caso de constituirse un nuevo gravamen sobre los entes –robots– inteligentes instalados en los dispositivos móviles, el traslado de inteligencia hacia un servidor remoto y fuera del alcance de aplicación del impuesto puede ser inmediato, dejando el anterior robot como una mera “carcasa” de recogida de datos. En otras palabras, podría darse que lo instalado en el dispositivo móvil fuera únicamente una pasarela que redirija los datos recogidos por los sensores para que éstos sean sistemáticamente procesados por tecnología de bigdata en la nube y, por tanto, en un lugar deslocalizado fuera de la jurisdicción. En estos casos, sería harto difícil, difuso y confuso cualquier gravamen sobre este tipo de tecnologías “tontas” (15). De hecho, cualquier valor añadido que se pueda generar se daría de forma remota fuera de la jurisdicción que implanta el gravamen, habiendo trasladado el robot software –y por tanto, la inteligencia del sistema– de un territorio a otro de baja o nula tributación para los sistemas robotizados.

			La alternativa a la situación actual es lo que algunos autores han bautizado como presencia digital –o económica– significativa (Cruz Padial & Sánchez–Archidona Hidalgo, 2017). La presencia digital sólo se puede dar por parte de empresas con actividades totalmente desmaterializadas, las que vienen definidas por i) que la actividad principal de la empresa sea el comercio de servicios digitales, es decir, que no entre en juego ninguna actividad o elemento físico –aparte de los servidores–; ii) que los contratos se perfeccionen a distancia; iii) que los pagos se efectúen a través de tarjetas de crédito u otra forma de pago electrónica; iv) que las páginas web –o canales estrictamente digitales– sean la única manera de relacionarse con la empresa; v) que todos o la mayor parte de los beneficios sean imputables a la prestación de servicios digitales; vi) que el cliente no tenga en cuenta la ubicación ni el domicilio del vendedor para efectuar sus compras; y vii) que el bien o servicio digital no requiera de presencia física o de uso de un producto material diferente de un ordenador u otros dispositivos asimilables. Por lo tanto, dada una actividad totalmente desmaterializada como podría ser la de un robot software, una presencia digital significativa viene dada por: i) que se perfeccionen un número significativo de contratos de suministro de bienes o servicios digitales entre la empresa y los clientes –usuarios– residentes en un determinado país; ii) que los bienes o servicios digitales se utilicen o consuman, en gran medida, en el citado país; iii) que los clientes situados en ese país efectúen pagos sustanciales a favor de la empresa como contraprestación de lo contratado; y iv) que una sucursal de la empresa ubicada en tal país desarrolle actividades secundarias, como es el caso del asesoramiento y comercialización dirigidos a clientes residentes en ese país. Sin embargo, estas definiciones y argumentaciones bastante extendidas entre la literatura especializada, dejaría completamente fuera de los límites objetivos de aplicación a muchos tipos de robots software. Un ejemplo de exclusión serían los robots software usados por terceras empresas para la recomendación de productos o servicios en base a los patrones de comportamiento del usuario. De hecho, este tipo de servicios digitales proporcionados por robots software, están muy extendidos entre cualquier tipo de dispositivo móvil o fijo y, por tanto, resulta en negocios de grandes magnitudes económicas.

			5.	MOTIVOS HISTÓRICO–ECONÓMICOS EN CONTRA DE LOS GRAVÁMENES A LA ROBÓTICA

			En el contexto histórico expuesto al inicio del artículo ya se ha hablado de la histórica preocupación recurrente de nuestra sociedad en relación con el progreso técnico y, en particular, a la industrialización, automatización y robotización de la economía productiva. Incluso, al gran economista de la primera mitad del siglo XX, John M. Keynes, en el contexto de la Gran Depresión, le preocupaba cómo sustituir el capitalismo del laissez faire, laissez passer, y de la supervivencia de los más fuertes, por un sistema económico más humano y equilibrado (Keynes, 1931). Sin duda, el verdadero motivo de los esfuerzos teóricos de Keynes era el miedo a un futuro completamente automatizado sin lugar para la contribución humana. Trasladando estos temores a los tiempos actuales, en 2016 la OCDE publicó un informe sobre empleo (Arntz, Gregory & Zierahn, 2016) donde se aseguraba que en España el 38% de los trabajadores están dedicados a tareas que podrán ser substituidas por ordenadores y algoritmos en los próximos 10 a 20 años y que, de hecho, en la actualidad (año 2016), el 12% de los trabajos en España ya son automatizables (16).

			Por otra parte, la gran obra filosófico–económica que establece las bases que deberían desvanecer estos miedos es la de Schumpeter (Schumpeter, 1947). Para Schumpeter el capitalismo es por naturaleza una forma o método de cambio económico, y nunca puede mantenerse estacionario. Este punto central en la obra del autor, el cambio permanente, otorga a la innovación una posición privilegiada, dado que, gracias a la innovación, se origina el conocido como proceso de destrucción creativa.

			El ejemplo habitualmente utilizado para ilustrar la destrucción creativa es el del motor de combustión interna y la aparición del turismo. Con el desarrollo del motor de combustión interna se desarrollaron los automóviles –también llamados turismos en nuestra lengua– y esto conllevó dos importantes consecuencias. En primer lugar, el nuevo “artilugio”, el coche, destruyó todo un sector económico que ocupaba una gran masa laboral, el sector del transporte de tracción animal: herreros, carpinteros, compañías de diligencias, cuadras, criadores de caballos, etc. Pero, en segundo lugar, el coche creó un nuevo sector, inimaginable hasta el momento, que fue el del turismo, es decir, la democratización de los desplazamientos de medio alcance. El turismo creó todo un nuevo sector, que, de hecho, aún continúa siendo uno de los principales motores económicos de nuestro país (17). Estas dos consecuencias tuvieron un balance positivo, es decir, el número de puestos de trabajo creados por el nuevo sector, el turismo, son mayores que los destruidos por el sector obsolescente, la tracción animal (18).

			Por tanto, visto con perspectiva histórica, imponer un gravamen sobre los turismos –u otros vehículos movidos mediante motores de combustión interna: camiones, tractores, etc.– para proteger el sector de la tracción animal, parece un gran sinsentido histórico (19). Extrapolando ahora el caso del motor de combustión interna a los tiempos corrientes, nos encontramos con el caso que aquí nos ocupa, el de la robótica –no importa ahora de qué tipo–. Podemos ver la hiper–automatización de todos los sectores productivos y servuctivos (20) como un proceso de destrucción creativa a través del cual, sin duda, desaparecerán muchas profesiones, pero aparecerán otras nuevas, con potencial para ocupar más masa laboral y con mayor valor añadido.

			Precisamente, al hilo de este segundo punto, cabe redundar en el valor añadido. No hay duda de que, a lo largo de las décadas, con la progresiva industrialización de la economía, las condiciones laborales han ido en continua mejora. Sólo hace falta comprobar las condiciones laborales que expone Karl Marx en su obra El Capital (Marx, 1946) hace 150 años y cómo éstas han evolucionado gracias a la automatización de la economía. Esto es debido a que los nuevos empleos que se van creando –en comparación con los que se van destruyendo–, son empleos con mayor valor añadido por parte del empleado. No en vano, tal y como se exponía anteriormente, los tres países con mayor número de robots industriales en relación con su población son Corea del Sur, Japón y Alemania, tres países tecnológica, cultural y socialmente avanzados, con altas tasas de ocupación, con altos niveles de vida y con unos de los sistemas de protección social más avanzados del mundo. De hecho, tanto Corea del Sur como Japón son dos casos interesantes de estudio, dado que el estudio citado de la OCDE sobre automatización del empleo (Arntz, Gregory & Zierahn, 2016) apunta que, en estos dos países, actualmente, las tareas automatizables son sólo del 6% y del 7%, respectivamente. Por tanto, estamos ante los dos países de la OCDE con una menor tasa de automatización de los empleos (21).

			A todos estos razonamientos cabría añadir los aportados por Manuel A. Hidalgo en su publicación El Empleo del Futuro (Hidalgo, 2018). En esta obra el autor apunta que un alto riesgo de automatización del empleo no es, para nada, sinónimo de menos empleo en el futuro. Históricamente nunca ha sido así. Las máquinas hacían el trabajo de los hombres, pero aumentaban la producción y, realimentando el ciclo, esto genera otros puestos de trabajo. Por ejemplo, en el Reino Unido al mismo tiempo que se desarrollaban las máquinas textiles y la máquina de vapor en el siglo XIX, el número de empleos no dejó de crecer: de 4,8 millones de empleados en 1801 a 16,7 millones un siglo después (Deane & Cole, 1962). De hecho, esta subida absorbió con creces la caída de empleos en la agricultura que pasaron de 1,7 a 1,5 millones, pasando el sector agrícola a representar un 36% de la economía a un minúsculo 8,7%.

			En la misma línea, el Foro Económico Mundial proyecta que en 2022 se habrán creado 50 millones más de empleos de los que habrán desaparecido (World Economic Forum, 2018). Mientras que la International Federation of Robotics subraya que las ventas e instalaciones de robots aumentan de forma imparable en todo el mundo. En 2018 se vendieron 400.000 nuevos robots –entendiendo ahora el robot como el robot físico con aplicaciones industriales–, lo cual representa un incremento del 30% respecto al dato de 2016; y la misma federación estima que para 2022 el número de robots instalados en todo el mundo ascenderá a 584.000 unidades.

			Eso sí, los estudios apuntan que los nuevos trabajos se están polarizando, es decir, que mientras que aumentan en gran medida los nuevos trabajos de alta cualificación y ligeramente los de muy baja cualificación (22), están desapareciendo de forma dramática los empleos de media cualificación (European Commission, 2018). En otras palabras, estamos ante una desaparición de la “clase media” de los trabajos. Este efecto, sin embargo, ya queda fuera del alcance del presente estudio, pero sólo por apuntar un elemento positivo de esta evolución, en el ámbito de las pensiones, si crecen los empleos de alta cualificación en detrimento de los de media cualificación, por norma general los primeros están mejor remunerados que los segundos. Por tanto, los impuestos y cotizaciones devengadas por los nuevos empleos, más cualificados y mejor pagados, pueden ir destinados sufragar las pensiones de aquellos trabajadores de media cualificación que han quedado excluidos del ámbito laboral, así como a financiar la formación y recualificación de todos aquellos que aún se sitúen entre la población activa.

			6.	CONCLUSIÓN

			En el presente artículo se ha expuesto un recorrido histórico sobre los temores recurrentes, a lo largo de los últimos 200 años, sobre la substitución de los empleos por parte de máquinas. Fruto de este temor, diversos autores, nacionales e internacionales, han retomado recientemente el argumento de desplegar nuevos gravámenes a la robótica. Sin embargo, el presente artículo también expresa de forma argumentada y documentada por qué esto parece una mala idea si miramos con una perspectiva histórica. Es decir, se ha expuesto por qué parece un error histórico gravar la progresiva automatización de la industria y, en general, cualquier sector productivo, como el de los servicios digitales a través de robots software.

			Profundizando más en los conceptos jurídico–tributarios, en el artículo se han expuesto las múltiples dificultades jurídicas y conceptuales que existen para imponer gravámenes a la robótica. También existen barreras del tipo tecnológicas. Por ejemplo, en el caso de los robots software que han sido desplegados de forma masiva en todos los dispositivos móviles, éstos son una de las tecnologías que mayor valor añadido proporciona a las corporaciones tecnológicas y, por su intangibilidad, pueden traspasar jurisdicciones sin ningún tipo de control aduanero ni fiscalizador. Por tanto, cualquier intento de gravamen desde los paradigmas tributarios actuales a este tipo de tecnologías se verá sometido a agresivas prácticas elusivas y evasivas sin posibilidad de control.

			Sin embargo, es obvio y también genera consenso que los actuales paradigmas tributarios están desfasados y poco o nada adaptados a la economía del conocimiento. Por ello existen diversas propuestas para adaptar la tributación a la economía del conocimiento, pero ante el fracaso de las medidas propuestas hace unos años por la OCDE (23), parece que la vía para adaptar la tributación a los nuevos esquemas productivos ha de pasar por redefinir conceptos como el establecimiento –virtual– permanente o la presencia económica significativa.

			Por otra parte, en el presente artículo se han debatido diferentes argumentos esgrimidos por otros autores en defensa de los gravámenes a la robótica, como, por ejemplo, que la robótica es susceptible de acogerse a los regímenes preferenciales que incentivan las I+D+i y que, por tanto, está excesivamente incentivada de forma artificial en nuestro actual ordenamiento tributario. Ya hemos visto que según se desprende del análisis de la Ley y en concordancia con las consultas vinculantes V0030–01 y V2647–11 a la D.G.T., esto no es más que una mala concepción del espíritu de la Ley que lo que puede llegar a incentivar son las actividades de I+D de desarrollo de nuevos robots, pero, bajo ningún concepto, la mera robotización de líneas de producción industrial, logística, sistemas de producción agrícola o de ningún otro tipo.

			En definitiva, este autor propone no tratar de gravar la robótica desde el actual paradigma tributario, dado que las prácticas elusivas e incluso evasivas, para erosionar las bases se multiplicarán; sino trabajar, a nivel legislativo, para proponer un nuevo paradigma tributario adaptado a la economía del conocimiento y de acuerdo con nuestros valores constitucionales, es decir, tal y como estipula el art. 31.1 de la propia Constitución Española del 78: «[T]odos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio». Un ejemplo de este tipo de tributos, podría ser la propuesta lanzada por este mismo autor de reinterpretar la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido para gravar los servicios digitales que se prestan a los ciudadanos de forma gratuita a cambio de los datos de navegación de éstos.
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					 (1)  En cada revolución tecnológica, existe un determinado factor de producción que pasa a tener un valor marginal de cero (Rifkin, 2014). En la Primera Revolución Industrial el factor de producción que pasó a tener un coste marginal cero fue la energía; en la Segunda Revolución Industrial, el factor de producción que pasó a tener un valor marginal cero fue el transporte energético, con el advenimiento de la electricidad y el motor de combustión interna; en la Tercera Revolución Industrial, con la popularización de las redes de telecomunicaciones –internet, como red de redes– el factor que pasa a tener un coste marginal cero es el transporte de la información. Finalmente, en la Cuarta Revolución Industrial, este factor es la inteligencia. Por ello, la economía del conocimiento está dominada por sistemas de inteligencia artificial que pueden llegar a suplir los trabajadores humanos en múltiples sectores de actividad, desde la banca comercial hasta el transporte de personas. Estos cambios sustanciales en los valores marginales de la producción no solo han sucedido en la Época Moderna sino también en otras épocas de la Humanidad. El ejemplo más remarcable es uno de los principales factores que motivó la caída del Imperio Romano: el valor marginal de la mano de obra –los esclavos–, en el momento del cese de las conquistas militares dejó de ser cero. Como los sectores productivos –en particular del sector primario– no supieron adaptarse, el Imperio sufrió un gran colapso que lo llevó hasta su propia destrucción.

				

				
					 (2)  La urdimbre es el eje “a lo largo” (eje de las X), que va controlado por el plegador. La trama es el eje “a lo ancho” (eje de las Y), que va controlado por la lanzadora. El dibujo es conseguido mediante el desplazamiento “a lo alto” (eje de las Z) de la urdimbre para entrelazar la trama siguiendo diversos patrones pre–programados.

				

				
					 (3)  En condiciones “normales”, si alargo mi brazo, mi yo termina en la punta de mi dedo. Sin embargo, si agarro un destornillador, mi yo terminará en la punta de la herramienta, que ahora puedo manejar como una extensión de mi organismo. Lo mismo sucede cuando conduzco un coche: mi yo se extiende a todo el perímetro del vehículo y por eso es tan relativamente sencillo aparcar sin rallar la carrocería –no es este, precisamente, el caso del autor–.

				

				
					 (4)  En las ciencias de la computación, siempre se considera que los datos son la base sobre la cual se construye la información, y la información es la base sobre la cual se construye el conocimiento. En este caso, los datos recogidos por los sensores son procesados para identificar patrones, la información, y cuando esta información se combina con el histórico del mismo usuario o de otros, se obtiene el conocimiento que puede ser aprovechado con fines comerciales.

				

				
					 (5)  Muchos de ellos de carácter gratuito. Por tanto, el beneficio de las corporaciones propietarias de dichos robots viene de la propia explotación de los datos con fines publicitarios y comerciales. De aquí que la Comisión Europea y otros organismos internacionales estén recurrentemente planteando nuevos gravámenes a la explotación de dichos datos.

				

				
					 (6)  También el art. 23 de la LIS despliega el coloquialmente conocido como “patent box”, que es otro conocido incentivo fiscal a la I+D+i. Pero el régimen preferencial del patent box queda aún más lejos del tema de discusión.

				

				
					 (7)  Es más que posible que algunos autores se hayan visto confundidos por la terminología usada por el legislador. El legislador habla en todo momento de I+D como abreviación de Investigación y Desarrollo, aunque el desarrollo tecnológico no esté incentivado sensu stricto. De hecho, las únicas excepciones a esta última negación son: a) el desarrollo sin ánimo de lucro de aplicaciones informáticas para personas con discapacidad; b) el desarrollo de prototipos no comercializables; y c) pilotos elaborados con un único fin demostrativo.

				

				
					 (8)  Sólo por citar algunos ejemplos: “South Korea introduces world’s first «robot tax»”, The Telegraph (09/08/2017) o “Korea takes first step to introduce «robot tax»”, The Korea Times (07/08/2017).

				

				
					 (9)  Sentencia STC 221/1992, de 11 de diciembre (ECLI:ES:TC:1992:221).

				

				
					 (10)  Sentencias STC 26/2017, de 16 de febrero (ECLI:ES:TC:2017:26) y STC 59/2017, de 11 de mayo (ECLI:ES:TC:2017:59).

				

				
					 (11)  Sentencia STS 7576/2000, 21 de octubre (ECLI:ES:TS:2020:21).

				

				
					 (12)  Por ejemplo, Antón Costas: “Hacer tributar a los robots”, El Periódico, 12 de marzo del 2021.

				

				
					 (13)  En referencia al cloud computing.

				

				
					 (14)  Chile, Grecia, México, Portugal, Turquía y Reino Unido, este último con ciertos matices.

				

				
					 (15)  Entendiendo este término como una falta total y absoluta de inteligencia.

				

				
					 (16)  Las cifras no difieren en orden de magnitud si se analizan los datos de otros países de la OCDE. Por ejemplo, en el estudio sobre tareas que pueden ser substituidas en la próxima década por sistemas automáticos, nos encontramos desde un máximo del 44% en la República Checa hasta un mínimo del 35% en Corea del Sur.

				

				
					 (17)  Según datos del segundo trimestre del 2018 publicados por el Instituto Nacional de Estadística, el sector turístico ocupa en España a 2.993.673 personas, es decir, el 13,1% de la población activa total del país, habiendo comunidades autónomas como Illes Balears o Canarias, donde esta cifra aumenta hasta el 28,7% y el 25%, respectivamente.

				

				
					 (18)  Existen otras métricas relevantes, como el nivel de “exportaciones” del nuevo sector, que en el caso del turismo se traducen en visitantes internacionales y gasto de éstos. Según datos del Eurostat, en España en el 2017 hubo 305,9 millones de pernoctaciones de visitantes no residentes en el país.

				

				
					 (19)  El Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica no obedece a este motivo sino a otros como la desincentivación del vehículo privado en pro del transporte público, el mantenimiento de infraestructuras viarias o el sufragar elementos de promoción de la seguridad vial, como la propia policía de tráfico, etc.

				

				
					 (20)  La definición de un proceso servuctivo es el proceso mediante el cual se presta un determinado servicio, físico o digital.

				

				
					 (21)  Con un 7% también se sitúan Bélgica, Finlandia, Polonia y Suecia.

				

				
					 (22)  A pesar del avance galopante de la automatización, el aumento de los empleos de baja cualificación se puede explicar porque en muchos oficios es aún impensable la substitución de los humanos por robots. Por ejemplo, hostelería, servicios a la tercera edad, etc.

				

				
					 (23)  En referencia al proyecto Base Erosion and Profit Shifting (BEPS).
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